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RESUMEN.
Este artículo hace una sucinta referencia a la procedencia y necesidad de la contratación agropecuaria en Cuba a la luz de la tarea ordenamiento y las nuevas disposiciones legales emitidas en materia agropecuaria. Por esta razón, el objetivo principal se centró en determinar la necesidad y procedencia de la aplicación de los principios establecidos en el Decreto 35 de 2021 del Consejo de Ministros, por parte de las partes contratantes, productos, acopiador, comprador, suministrador, etc., en materia agropecuaria. Se aplicó el método de revisión y análisis de documentos, pretendiendo el perfeccionamiento de la contratación en materia agropecuaria, estableciendo los principios de equidad, autonomía, prioridad y regulación y control como ejes para hacer el contrato agrario un reflejo de las realidades que viven hoy los diversos actores involucrados en el mismo.
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ABSTRACT.

This article makes a succinct reference to the origin and necessity of agricultural contracting in Cuba in light of the ordering task and the new legal provisions issued on agricultural matters. For this reason, the main objective focused on determining the need and origin of the application of the principles established in Decree 35 of 2021 of the Council of Ministers, by the contracting parties, products, collector, buyer, supplier, etc. , in agricultural matters. The method of review and analysis of documents was applied, aiming at the improvement of contracting in agricultural matters, establishing the principles of equity, autonomy, priority and regulation and control as axes to make the agricultural contract a reflection of the realities that the various actors involved in it.
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Introducción:
La tarea ordenamiento provoca acalorados y oportunos debates en torno a la producción y comercialización agropecuaria, y uno de los temas más recurridos lo es el papel que deben jugar en la misma los contratos agropecuarios.

Nada de lo anterior es imprudente en nuestro país, el que vive una etapa de restructuración con nuevos sujetos económicos y una diversificación de las formas de propiedad y producción donde la agricultura no escapa a lo antepuesto.

Según la Organización de las Naciones Unidas Para la Agricultura (FAO, 2017)…, la agricultura por contrato (AC) consiste en un acuerdo entre agricultores y compradores: ambas partes acuerdan por adelantado los términos y condiciones que regirán la producción y comercialización de productos agrícolas. Estas condiciones normalmente especifican el precio que se debe pagar al agricultor, la cantidad y calidad del producto demandado por el comprador y la fecha de entrega a los compradores. El contrato también puede incluir información más detallada sobre el modo en que se llevará a cabo la producción o sobre si los insumos, como semillas, fertilizantes y asesoramiento técnico, van a ser suministrados por el comprador (Organización de las naciones para la Agricultura [FAO], 2017).

Es necesario que en un sistema socialista como es el cubano, con un Estado socialista de derecho y justicia social, democrático, independiente y soberano, organizado con todos y para el bien de todos, cumpla con los principios contractuales en materia de producción y comercialización agropecuaria. En la consecución de lo anterior el asesor jurídico es pieza clave en el asesoramiento de los sujetos económicos encargados de la negociación firma y posterior consumación del contrato dado.
DESARROLLO.
En este artículo no nos detendremos a determinar si los contratos en materia agropecuaria son de carácter económico o administrativo, no solo por innecesaria a los efectos de la investigación, sino por la alta confusión que genera la distinción teórica entre contratos económicos y contratos administrativos o del sector público en nuestro país.

La Organización de las Naciones Unidas Para la Agricultura (FAO, 2017) definió que…, en términos generales, las partes que participan en la agricultura por contrato deberían tener libertad para redactar sus contratos como consideren oportuno, de acuerdo con el principio ampliamente reconocido de libertad contractual. No obstante, esta libertad puede quedar limitada por el derecho contractual nacional, que generalmente incluye normas imperativas a las que las partes deben atenerse.  Además, dicho derecho suele ofrecer normas supletorias que proporcionan soluciones a asuntos que las partes no han abordado de forma específica en el contrato. Lo que es más importante, la legislación salvaguarda los derechos de las partes que participan en una relación contractual, lo cual resulta especialmente relevante en situaciones de posiciones desequilibradas de poder entre los sujetos de la transacción. Si las partes entienden cómo está regulado un contrato de producción agrícola concreto, podrán dilucidar más fácilmente cuáles son las normas imperativas y las supletorias aplicables, y en consecuencia podrán redactar cláusulas más adecuadas. Este conocimiento también les ayudará a resolver controversias (Organización de las naciones para la Agricultura [FAO], 2017).
En sintonía con lo anterior se encuentra el Decreto 35 de 2021, de la comercialización de productos agropecuarios, esta disposición normativa establece los principios de aplicación que regirán para la comercialización de la producción 
agropecuaria, principios que deben informar la negociación, firma y posterior ejecución del contrato para la producción y comercialización de productos agropecuarios.

Según la FAO generalmente, las normas del país donde se lleva a cabo la producción rigen tanto el contrato de producción agrícola propiamente dicho, como las relaciones entre las partes firmantes y terceros, por ejemplo, proveedores de crédito, de insumos o de servicios. Incluso cuando el contratista forme parte de un grupo multinacional, lo habitual es que realice sus operaciones a través de una filial local, que es una persona jurídica independiente, ([FAO], 2017).

El Decreto 35 de establece que la comercialización de la producción agropecuaria se regirá por los principios de equidad, autonomía, prioridad y regulación y control. El reto actual para el asesor jurídico a cargo de la fase de negociación contractual, posterior firma y ejecución consiste en ser capaz de logara la materialización efectiva de estos cuatro principios. 

El asesor jurídico debe ser capaz de fomentar en los decisores la necesidad de seleccionar adecuadamente la contraparte contratante y de esta forma cumplir con el principio de equidad, independientemente del tipo de contrato a firmar, compraventa, suministros u otros, hay que entender que la contratación de la producción agropecuaria tiene como destino todas las formas de comercialización existentes; pero no se limita a lo anterior, su alcance debe y tiene que extenderse a todos los sujetos autorizados a intervenir en la producción y comercio agropecuario.
La disposición normativa de referencia estipula en su artículo 12 que en la contratación de la producción agropecuaria participan las diferentes formas de comercialización, teniendo en cuenta los intereses del Estado, definidos en los balances a todos los niveles.

Pero no se limita a lo anterior, de igual forma define como responsables de realizar el beneficio, selección, empaque y procesamiento de los productos a los productores; trabajadores por cuenta propia; familias que realizan estas actividades; cooperativas agropecuarias; entidades especializadas en esta tarea; y comercializadores mayoristas; de igual forma establece que la comercialización mayorista de productos agropecuarios se realiza por las empresas estatales; cooperativas agropecuarias; poseedores de tierras; vendedores mayorista de productos agropecuarios; y otros actores económicos que se autoricen. Al mismo tiempo estipula la posibilidad de que las empresas estatales; cooperativas agropecuarias; cooperativas no agropecuarias creadas para este fin; los poseedores de tierras; vendedores minoristas de productos agropecuarios; trabajadores por cuenta propia para la comercialización minorista de productos agropecuarios en forma ambulatoria; y otros actores económicos que se autoricen intervienen en el comercio minorista agropecuario.

Lo anterior queda blindado con el principio de autonomía de la gestión, donde todas las formas de comercialización operan con autonomía en su gestión, este principio es medular al incentivar un régimen de competitividad que permita elevar la eficiencia en la actividad; lo anterior no debe impedir las necesarias relaciones de complementación y cooperación entre los diferentes sujetes económicos agropecuarios, por lo que el asesor jurídico solo debe velar por la adecuada sinergia entre el principio de autonomía de gestión y el de prioridad, únicamente limitado el primero por los intereses del Estado, con un fin social, previamente definidos en los balances a todos los niveles; aquí se deben concretar los productos seleccionados en correspondencia con su nivel, municipal, provincial y nacional.

Este principio de prioridad es algo comúnmente aceptado en la práctica y la teoría. Palma (2013) afirma,  
Que la existencia de una acentuada presencia pública no ya sólo en las actividades agrarias de interés general sino incluso en el ámbito de la propiedad y los derechos que de ella derivan conduce a un progresivo desdibujamiento del ámbito agrario como sujeto a la libre disposición de los particulares y reafirma su creciente sumisión a normas de origen público que no hacen sino evidenciar y reafirmar día a día el perfil progresivamente iuspublicista del tradicionalmente privado Derecho agrario. (p.21)

Esto da paso a la consagración del principio de regulación y control, en el que el Estado regula el seguimiento y control de la producción, la contratación, el establecimiento de las prioridades en los destinos, los balances de productos, el control de los precios, la comercialización en condiciones excepcionales, la siembra y el uso de la tierra, pero esta potestad estatal no debe interpretarse como un desmadre de lo que hemos expuesto hasta este momento, y regresamos al papel del asesor jurídico, es él el encargado de hacer ver, y en caso contrario dictaminar ,que los principios de prioridad y regulación control no facultan a los representantes de los entes estatales a violentar los principios de equidad y autonomía de la voluntad, y qué solamente operan como el contrapeso adecuado que permita garantizar el encargo estatal priorizado en armonía con los intereses individuales de los productores, comercializadores y consumidores.
Y es que la agricultura por contrato no debe ni puede ser un lastre para los productores y comercializadores.

La FAO es del criterio que, 
Sobre la agricultura por contrato puede resultar de aplicación gran cantidad de normas jurídicas. Algunos sistemas jurídicos nacionales cuentan con disposiciones especiales incluidas en leyes generales sobre contratos, mientras que en otros se promulgan leyes específicas en materia de agricultura por contrato o productos básicos.

Las disposiciones especiales contenidas en las leyes que regulan la agricultura, los terrenos, los aspectos fiscales, la mano de obra, las relaciones comerciales, el comercio y la competencia también pueden abordar las relaciones entre los productores y los compradores. En ocasiones las disposiciones especiales se encuentran incluidas en una ley general sobre desarrollo del sector agrícola que asimismo abarca aspectos tales como la inversión, la financiación, la tenencia de la tierra y las organizaciones de productores.

La normativa específica aplicable a los contratos de producción agrícola puede incluir requisitos sobre la forma y el contenido de los contratos, así como sobre el proceso de negociación. A menudo, también resulta aplicable a la solución de controversias favoreciendo, generalmente, una solución de controversias alternativa. En general, la normativa específica tiene por objeto equilibrar la relación entre las partes, ([FAO], 2017).
En ese mismo orden de cosas la FAO expresa que, 
La AC puede servir para poner en relación a los pequeños agricultores con los compradores. Gracias a ella los agricultores pueden saber por adelantado cuándo, a quién y a qué precio van a vender sus productos, lo que les permite disminuir la incertidumbre propia de la actividad agrícola y planificar mejor su producción. También reduce los riesgos asociados a la fluctuación de los precios y puede servir de protección a los agricultores frente a las pérdidas derivadas de catástrofes naturales y el cambio climático, ya que pueden compartir dichos riesgos con el comprador por contrato. Cuando los compradores también facilitan el acceso a insumos, concepto que incluye el  asesoramiento financiero y técnico, la AC puede generar un aumento significativo de los rendimientos y beneficios, ([FAO], 2017).
Pero si lo anterior fuera poco es necesario destacar lo siguiente, a criterio igualmente de la FAO, 

Un contrato de producción agrícola establece las obligaciones legales de las partes. Los conceptos de oferta y aceptación se han utilizado tradicionalmente para determinar si las partes han alcanzado un acuerdo y cuándo lo han hecho, considerándose el contrato concluido una vez que se acepta la oferta. El proceso de formación del contrato resulta crucial para crear la relación contractual, ya que da forma a las obligaciones de las partes a lo largo de su duración.

Una buena práctica consiste en realizar todo el proceso de formación del contrato de forma transparente, justa y de buena fe. Para velar por la transparencia puede resultar útil recurrir a algún tipo de documento precontractual que aporte información, por ejemplo, sobre el contratista, los derechos y las obligaciones de las partes, los costes de producción y cualesquiera responsabilidades ambientales.

En determinados países, la legislación establece la obligación del contratista de informar al productor sobre los riesgos. La falta de conocimiento de tales riesgos, en particular, los referentes a la rentabilidad, podría interpretarse como una falta de consentimiento informado. Por ejemplo, una cuestión clave que debe quedar clara es estimar adecuadamente la rentabilidad que los pequeños productores pueden obtener en comparación con el entorno más controlado de una planta experimental.

La oferta que contiene las condiciones propuestas para el acuerdo suele proceder del contratista. Para que el productor tenga la oportunidad de valorar plenamente el contenido del futuro acuerdo, se recomienda presentar una oferta por escrito con antelación suficiente a la firma, de manera que el productor pueda examinar con detalle las condiciones propuestas y, llegado el caso, consultar con personas o entidades informadas. Algunas legislaciones establecen como obligatoria la presentación por escrito de la oferta, que para ser válida deberá ser suficientemente descriptiva y reflejar el acuerdo final. El hecho de que alguna de las cláusulas esenciales del acuerdo sea vaga o imprecisa, puede conllevar la nulidad del acuerdo. Por regla general, el precio, los plazos de pago, la cantidad, la calidad y la duración se deben definir de tal forma que las obligaciones de cada una de las partes queden suficientemente aclaradas.

En virtud del derecho contractual general, la aceptación de una oferta es suficiente para celebrar el contrato ya sea realizando una declaración o mostrando una conducta, por ejemplo, comenzando a preparar la tierra. Las partes del acuerdo deben saber que la legislación aplicable puede establecer requisitos adicionales sobre la formación del contrato, ([FAO], 2017).
Al mismo tiempo no dejamos de reconocer lo agobiante que puede ser en el corto plazo la contratación individual, productor a productor, en este aspecto la FAO también ha emitido sus consideraciones, 

Cuando se trabaja con un número elevado de agricultores, especialmente cuando estos no pertenezcan a ninguna organización que les represente, la realización de importantes negociaciones puede resultar una labor pesada. La tendencia, por consiguiente, es que el contratista redacte un contrato y lo presente a los productores. Dicha presentación se podrá realizar mediante una reunión pública en la que estarán presentes los agricultores, representados por un tercero con competencia para traducir lo presentado y asesorar a los agricultores. Las negociaciones pueden desarrollarse en un contexto informal caracterizado por diferencias culturales, costumbres y otras circunstancias, ([FAO], 2017).

En otro orden de cosas el contrato a redactar se rige por las disposiciones contractuales de aplicación en nuestro país, todas son de aplicación, ya sea de forma directa o supletoria, pero existen elementos o cláusulas contractuales que no deben estar ausentes para poder garantizar los cuatros principios enunciados en el texto de la presente investigación, consideramos prudente referirnos a la propuesta hecha por la FAO, 

A las partes les conviene asegurarse de que los contratos sean completos y estén redactados de forma detallada. Los elementos más importantes de los contratos son los siguientes:

ƒ. Partes. Nombres y apellidos de las partes que firman.

ƒ. Objeto. Razón del contrato.

ƒ. Identificación del lugar de producción. Se debe especificar el tamaño y la ubicación de la superficie del terreno con el mayor detalle posible. Cuando el terreno se encuentre arrendado, es probable que se requiera la confirmación de los contratos de tenencia existentes y, en ocasiones, la aprobación del propietario.

ƒ. Obligaciones de las partes. Qué debe producir y entregar el productor y de qué manera y qué asistencia debe prestar el contratista.

ƒ. Precio y pago. Precio que se debe abonar o de qué manera se debe calcular. Cuándo y cómo se debe realizar el pago.

ƒ. Provisión de insumos. Descripción específica de los insumos, así como del momento y el lugar donde se deben proporcionar. Cálculo y pago por el productor.

ƒ. Terceros. Relaciones con otros que pueden contribuir al éxito del contrato, como proveedores de insumos e instituciones financieras.

ƒ. Exoneraciones de responsabilidad. Justificación aceptable en caso de incumplimiento del contrato, por ejemplo, ante sucesos de fuerza mayor.

ƒ. Medidas en caso de incumplimiento. Diferentes maneras de resarcir a una de las partes debido al incumplimiento contractual incurrido por la otra parte.

ƒ. Duración, renovación y extinción. Vigencia del contrato, acuerdos sobre su

ampliación o renovación. Cómo y por qué motivos se puede extinguir.

ƒ. Solución de controversias. Diferentes maneras de abordar posibles controversias.

ƒ. Firma. Es preferible que las partes firmen en presencia de testigos, ([FAO], 2017).

Como se puede apreciar no es una propuesta que se encuentre alejada de la practica contractual en materia agropecuaria de nuestro país. 

Conclusiones.
El Decreto 35 de 2021 aporta herramientas de total utilidad al asesor jurídico en su papel de garante en relación con la aplicación adecuada en la formalización de contratos en materia agropecuaria de los principios de de equidad, autonomía, prioridad y regulación y control. 

Lo anterior no es un camino de rosas, al contrario, desaprender malas prácticas contractuales  en materia agropecuaria es un camino de espinas, pero si te gustan las rosas debes aprender a soportar el dolor de sus aguijones, el placer de su olor y la belleza de estas cubrirán con creses cualquier pinchazo en el camino arduo que nos impone la tarea ordenamiento a los asesores jurídicos en aspectos agrarios, por lo que nuestro objetivo como asesores jurídicos solo puede ser uno, contribuir a un robusto contrato, ajustado a nuestras realidades económicas, como herramienta para incentivar y favorecer un auge en la producción y comercialización de productos agropecuarios.
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